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     FUNDAMENTALES, EN PARTICULAR LA POLITICA DE DISCRIMINACION RACIAL
     Y DE SEGREGACION Y LA POLITICA DE APARTHEID, EN TODOS LOS PAISES

     Y  EN ESPECIAL EN LOS PAISES Y TERRITORIOS COLONIALES Y
     DEPENDIENTES:  INFORME DE LA SUBCOMISION DE CONFORMIDAD

     CON LA RESOLUCION 8 (XXIII) DE LA
     COMISION DE DERECHOS HUMANOS

1. La Subcomisión examinó el tema 2 en sus sesiones 3ª, 4ª, 5ª, 6ª, 7ª, 8ª,

9ª, 22ª, 23ª, 24ª y 33ª, celebradas los días 5, 6, 7, 8, 11, 20, 21 y 27 de

agosto de 1997.

2. La lista de documentos publicados en relación con el tema 2 figura en el

anexo ... del presente informe.

3. Durante el debate general sobre el tema hicieron declaraciones los

siguientes miembros de la Subcomisión:  Sr. Ali Khan (8ª), Sr. Bossuyt (7ª),

Sra. Daes (4ª), Sr. Eide (5ª), Sr. El-Hajjé (8ª), Sr. Fan Guoxiang (3ª y 5ª),

Sra. Forero Ucros (7ª), Sr. Guissé (4ª), Sra. Gwanmesia (8ª),

Sr. Joinet (8ª), Sr. Khalifa (4ª), Sra. Palley (7ª), Sr. Park (8ª) y

Sr. Weissbrodt (7ª).

4. La Subcomisión también escuchó sendas declaraciones de los representantes

de las organizaciones no gubernamentales siguientes:  Asociación

Internacional de Juristas Demócratas (4ª), Asociación para la Defensa de los

Pueblos Amenazados (3ª), Asociación Americana de Juristas (4ª), Asociación

para la Prevención de la Tortura (5ª), Asociación para la Educación Mundial

(3ª), Asociación Internacional de Educadores para la Paz Mundial (4ª),

Asociación Internacional para la Libertad de Religión (4ª), Centro

Europa-Tercer Mundo (5ª), Coalición Internacional Hábitat (4ª), Comisión

Africana para la Promoción de la Salud y los Derechos Humanos (6ª), Comisión

Internacional de Juristas (4ª), Congreso Islámico Mundial (5ª), Desarrollo

Educativo Internacional (6ª), Familia Franciscana Internacional (6ª),

Federación Democrática Internacional de Mujeres (4ª), Federación

Internacional de PEN Clubs (5ª), Federación Internacional-Acción de los

Cristianos para la Abolición de la Tortura (5ª), Federación Internacional de

Derechos Humanos (4ª), Federación Mundial de la Juventud Democrática (6ª),

Federación Islámica Internacional de Organizaciones de Estudiantes (5ª),

France-Libertés:  Fundación Danielle Mitterrand (4ª), Grupo pro Derechos de

las Minorías (5ª), Grupo de Trabajo Internacional de Asuntos Indígenas (6ª),

Instituto Internacional pro Paz (9ª), International Prison Watch (6ª),



E/CN.4/Sub.2/1997/L.10/Add.4
página 3

Liberation (5ª), Liga Internacional para los Derechos y la Liberación de los

Pueblos (5ª), Movimiento Internacional de los Halcones (6ª), Movimiento

contra el Racismo y por la Amistad entre los Pueblos (5ª), North-South XXI

(5ª), Organización de Solidaridad de Pueblos Afroasiáticos (4ª), Organización

Internacional para el Progreso (7ª), Pax Christi Internacional (5ª),

Pax Romana (5ª), Por el Derecho a Alimentarse (4ª), Sociedad Mundial de

Victimología (5ª), Survival Internacional Limited (5ª), Unión

Interparlamentaria (5ª), Worldview International Foundation (5ª).

5. La Subcomisión escuchó declaraciones de los observadores de: 

Armenia (8ª), Azerbaiyán (8ª), Bangladesh (9ª), China (7ª), Colombia (8ª),

Egipto (7ª), Indonesia (8ª), Iraq (8ª), Jordania (8ª), Pakistán (8ª),

República Arabe Siria (7ª), Sri Lanka (8ª), Túnez (7ª) y Turquía (8ª). 

La Subcomisión escuchó también una declaración del observador de

Palestina (7ª).

6. Hicieron declaraciones equivalentes a un derecho de respuesta los

observadores de:  Angola (9ª), Arabia Saudita (9ª), Argelia (9ª),

Armenia (9ª), Azerbaiyán (9ª), Bahrein (9ª), China (9ª), México (9ª),

República Unida de Tanzanía (9ª) y Turquía (9ª).

Votación sobre las propuestas presentadas en relación con el tema 2 del
programa

7. En la 23ª sesión, celebrada el 20 de agosto de 1997, el Sr. Eide propuso

por escrito que la Subcomisión adoptara la decisión de proceder a una

votación secreta, siempre que así se pidiera, acerca de las propuestas

relativas a denuncias de violaciones de los derechos humanos en los países,

en el marco de cualquier tema del programa, incluidas las propuestas de

procedimiento que tuviesen relación con propuestas de fondo.

8. Hicieron declaraciones a este respecto el Sr. Alfonso Martínez,

la Sra. Attah, el Sr. Joinet y la Sra. Warzazi.

9. El texto del proyecto de decisión propuesto por el Sr. Eide fue aprobado

sin proceder a votación.  El texto de la decisión figura en la sección B del

capítulo II, decisión 1997/...
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Vigilancia del período de transición hacia la paz en Guatemala

10. En su 22ª sesión, celebrada el 20 de agosto de 1997, el Presidente,

hablando en nombre de la Subcomisión, hizo la siguiente declaración acerca

del respeto de los derechos humanos y la conclusión del proceso de paz en

Guatemala:

"La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las

Minorías me ha autorizado a emitir, en relación con el punto 2 de su

programa, la declaración de la presidencia sobre la situación de los

derechos humanos en Guatemala y la conclusión de las negociaciones de

paz.

Para regocijo y gran satisfacción del Pueblo de Guatemala y de la

comunidad internacional, la firma del Acuerdo Final de Paz Firme y

Duradera suscrito en la Ciudad de Guatemala el 29 de diciembre de 1996,

puso fin al enfrentamiento armado interno de 36 años de duración así como

al proceso de negociaciones iniciado en abril de 1991.  Es necesario

manifestar un reconocimiento a los esfuerzos realizados por el Gobierno

de Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG), así

como a la contribución del Moderador de las Naciones Unidas, el Grupo de

Países Amigos y la Asamblea de la Sociedad Civil.

Acogemos con beneplácito también la firma del Acuerdo sobre

Cronograma para la Implementación, Cumplimiento y Verificación de los

Acuerdos de Paz, y tenemos la esperanza de que, mediante el cumplimiento

del citado acuerdo se vayan estableciendo las bases para la solución de

los problemas socioeconómicos del país, así como la seguridad y

administración de justicia, dándole así continuidad y firmeza al proceso

de construcción de la paz en Guatemala.

Cabe congratularse asimismo del informe rendido al Secretario

General de las Naciones Unidas por MINUGUA (documento A/51/936 del 30 de

junio de 1997), que contiene los resultados de la verificación del

cumplimiento de los Acuerdos de Paz en la primera fase del Cronograma de

Implementación, que destaca el esfuerzo realizado por el Gobierno de

Guatemala, la URNG y otros sectores para su efectivo cumplimiento.

Un reconocimiento especial y apoyo merece la Misión de las Naciones

Unidas en Guatemala (MINUGUA) por la labor de verificación del
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cumplimiento de los acuerdos firmados entre el Gobierno de Guatemala y la

Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca y por las múltiples acciones

que en materia de fortalecimiento institucional ha venido realizando.

Por otra parte, deseo recordar que el 20 de agosto de 1996, luego de

conocer el acuerdo logrado por los representantes del Gobierno de

Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG), en el

pasado período de sesiones, los miembros de esta Subcomisión aprobaron su

decisión 1996/106 sobre la observancia de la transición de la paz en

Guatemala, de la cual deseo destacar los puntos siguientes:

i) La Subcomisión autorizó a su Presidente a emitir una

declaración sobre la situación de los derechos humanos y el

avance del proceso de paz en Guatemala, en relación con el

punto 6 del programa.

ii) La Subcomisión exhortó al Gobierno de Guatemala a intensificar

sus esfuerzos de combatir y prevenir las violaciones de los

derechos humanos fundamentales, particularmente las referidas

al derecho a la vida y a la integridad y seguridad personal; a

continuar su lucha contra la impunidad y a prevenir la

promulgación de amnistías o de cualquier otro mecanismo que

conceda impunidad a los violadores de los derechos humanos.

iii) Asimismo, la Subcomisión alentó al Gobierno de Guatemala y a

la URNG a que en las negociaciones pertinentes se diseñaran y

aplicaran las fórmulas de cese el fuego, desmovilización de

efectivos militares y la reinserción tanto de éstos como de los

ex combatientes a la vida civil, garantizando el pleno goce de

los derechos civiles y políticos de estos últimos.

iv) Finalmente, la Subcomisión decidió seguir la evolución de los

acontecimientos en Guatemala y observar la construcción de una

paz firme y duradera.

Me complace destacar el hecho de que las recomendaciones contenidas

en la decisión y en la declaración fueron atendidas, tanto por el

Gobierno como por la URNG.  Aún más, con la firma del mencionado
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Acuerdo de Paz Firme y Duradera, además del Acuerdo Global sobre Derechos

Humanos firmado y en vigencia desde marzo de 1994, entraron en vigencia

los siguientes acuerdos:

- El Acuerdo para el Reasentamiento de las Poblaciones Desarraigadas por

el enfrentamiento armado;

- El Acuerdo sobre el Establecimiento de la Comisión para el

Esclarecimiento Histórico de las Violaciones a los Derechos Humanos y

los Hechos de Violencia que han causado Sufrimientos a la Población

Guatemalteca;

- El Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas;

- El Acuerdo sobre Aspectos Socioeconómicos y Situación Agraria;

- El Acuerdo sobre el Fortalecimiento del Poder Civil y Función del

Ejército en una Sociedad Democrática;

- El Acuerdo sobre el Definitivo Cese al Fuego;

- El Acuerdo sobre Reformas Constitucionales y Régimen Electoral;

- El Acuerdo sobre Bases para la Incorporación de la Unidad

Revolucionaria Nacional Guatemalteca a la Legalidad;

- El Acuerdo sobre Cronograma para la Implementación, Cumplimiento y

Verificación de los Acuerdos de Paz.

Al concluir la consideración de la situación de los derechos humanos

en Guatemala por parte de esta Subcomisión cabe mencionar los avances que

se han logrado durante el período de implementación de los Acuerdos. 

Es motivo de satisfacción el informe rendido al Secretario General por

MINUGUA, que contiene los resultados de la verificación del cumplimiento

de los Acuerdos de Paz al término de la primera fase del cronograma,

concluida el 15 de abril de este año, que destaca los esfuerzos

realizados por el Gobierno de Guatemala, la URNG y otros sectores para su

efectivo cumplimiento.

En abril de este año, la Comisión de Derechos Humanos conoció de la

situación de los derechos humanos en Guatemala y, en particular, de los

históricos acontecimientos ahí ocurridos.  En su resolución 1997/51

del 15 de abril de 1997, la Comisión acordó darle seguimiento a la

situación y pidió al Secretario General que "envíe una misión a

Guatemala, a finales de 1997, sin rebasar el presupuesto general aprobado
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para el actual bienio, a fin de que presente un informe a la Comisión de

Derechos Humanos, en su 54º período de sesiones, sobre la evolución de la

situación de los derechos humanos en Guatemala, a la luz de la aplicación

de los Acuerdos de Paz, teniendo en cuenta la labor de verificación

realizada por MINUGUA y la información presentada por el Gobierno de

Guatemala, la Comisión de acompañamiento del cumplimiento de los Acuerdos

de Paz, las organizaciones políticas y las organizaciones no

gubernamentales de derechos humanos, así como sobre la aplicación del

acuerdo relativo a la prestación de servicios de asesoramiento en la

esfera de los derechos humanos, firmado por el Gobierno de Guatemala y el

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, con

miras a concluir el examen del caso de Guatemala en el programa de la

Comisión".

En este sentido, nos congratulamos de la decisión del Gobierno de

Guatemala de brindar todas las facilidades a la misión que el Secretario

General designe para cumplir a cabalidad con su mandato.  Según

expresaron ambas partes, esta misión podría incluir miembros de nuestra

Subcomisión que estuvieran en disponibilidad de integrar dicha misión a

finales de 1997.

La Subcomisión reconoce los esfuerzos del Gobierno de Guatemala y le

alienta a seguir con su política de aplicación de medidas para proteger y

promover los derechos humanos, tanto individuales como colectivos, y las

libertades fundamentales; que continúe desarrollando acciones concretas

en contra de la pobreza y la erradicación de la pobreza extrema, con

miras a lograr que la población alcance mejores niveles de vida; y que

redoble los esfuerzos ya iniciados para superar la marginación y

discriminación que han sufrido y sufren los pueblos indígenas de

Guatemala.

Sin embargo, expresamos nuestra preocupación porque, pese a dichos

esfuerzos, aún subsisten problemas y dificultades para lograr la plena

vigencia de los derechos humanos en Guatemala, tal como se ha señalado en

los informes de MINUGUA y otros organismos de derechos humanos nacionales

e internacionales.  El goce de los derechos humanos por el conjunto de la

población guatemalteca es aún precario y los esfuerzos gubernamentales
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contra el crimen y la impunidad, si bien importantes e intensos, sólo han

alcanzado resultados parciales.  La persistencia del nivel general de

violencia delincuencial continúa generando una grave situación de

inseguridad ciudadana y de desconfianza en las instituciones del Estado

de derecho.

La situación de derechos humanos aún demandará grandes y sostenidos

esfuerzos para lograr su mejoramiento significativo, pero esta

Subcomisión se congratula porque, con la firma de la paz y el cumplimento

de los acuerdos correspondientes, ambas partes se han comprometido a

hacer de Guatemala un país en donde el respeto, la protección y la

promoción de los derechos humanos y las libertades fundamentales tengan

cabal cumplimiento.  En consecuencia, ambas partes se proponen, con el

concurso de la comunidad de derechos humanos nacional e internacional,

obtener resultados significativos de aquí a la fecha del 54º período de

sesiones de la Comisión de Derechos Humanos.

Para el efecto, el Gobierno ha manifestado que, a partir del mes de

agosto de 1997, se ha ampliado un foro permanente de intercambio de

opiniones con organizaciones gubernamentales y no gubernamentales de

derechos humanos, para analizar conjuntamente las medidas que se podrían

tomar para la protección y promoción de los derechos humanos.  Entre

estas medidas, también se solicita al Centro de Derechos Humanos la

implementación del Convenio sobre la prestación de servicios de

asesoramiento en materia de derechos humanos suscritos entre el Alto

Comisionado para los Derechos Humanos y el Gobierno de Guatemala.

Esta Subcomisión ha conocido también de la integración con

fecha 31 de julio de 1997, de la Comisión de Esclarecimiento Histórico,

que tiene como mandato esclarecer con toda objetividad, equidad e

imparcialidad las violaciones a los derechos humanos y los hechos de

violencia que han causado sufrimientos a la población guatemalteca,

vinculados con el enfrentamiento armado.  Nos alegramos de este paso

transcendental en la implementación de los acuerdos de paz y ofrecemos

toda nuestra colaboración a dicha comisión, para el cumplimiento efectivo

de su mandato, incluyendo información recabada por los miembros de esta

Subcomisión y asesoría en el campo de los derechos humanos cuando sea
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oportuno.  Para el efecto, la Subcomisión solicita a sus expertos que, en

los informes específicos que eventualmente puedan hacer sobre diversos

temas, incluyan la consideración de Guatemala, a título de ejemplo, por

ser un país en proceso de transición hacia la plena vigencia de los

derechos humanos.  Solicita igualmente al Gobierno de Guatemala, a la

URNG y a todos los interesados en ese país que brinden su mayor

colaboración y amplia información a la mencionada Comisión de

Esclarecimiento Histórico.  Exhorta particularmente a la sociedad

guatemalteca y a los actores internacionales a que faciliten toda la

información disponible, incluyendo la de tipo confidencial.

Finalmente, esta Subcomisión, profundamente interesada en la

construcción de la paz y el respeto pleno de los derechos humanos en

Guatemala, como un país que ha ocupado un lugar importante en su agenda

durante los últimos años, agradecería a los organismos de acompañamiento

del proceso de cumplimento de los acuerdos de paz, que le faciliten sus

informes a esta Subcomisión para su conocimiento.

Los miembros de esta Subcomisión y yo, como Presidente de la misma,

felicitamos al Gobierno de Guatemala, a la URNG y a todo el pueblo de

Guatemala por los pasos muy positivos que se han dado y que se están

dando.  Valoramos en toda su dimensión el apoyo que la comunidad

internacional ha prestado al proceso de paz y pedimos que se siga

proporcionando e incrementando su apoyo a este país, para lograr el

cumplimiento cabal y oportuno de los acuerdos firmados.  Manifestamos

nuestra convicción de que la comunidad internacional y los actores

nacionales proporcionen los recursos económicos indispensables para

implementar todos los acuerdos firmados a partir del acuerdo inicial

suscrito en Ciudad de México en abril de 1991.

En este contexto, es de particular y fundamental importancia que el

Gobierno de Guatemala y la sociedad civil, con el apoyo de la comunidad

internacional, continúe con la labor que están realizando para lograr la

incorporación integral de los miembros de la URNG a la vida civil en

condiciones de dignidad y seguridad.
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Igualmente deben generarse las mismas condiciones para que todos los

excombatientes y desmovilizados de las Fuerzas Armadas guatemaltecas

puedan integrarse a la vida civil en programas que contribuyan al

desarrollo nacional.

Deseamos para Guatemala el goce pleno de los derechos humanos, la

ampliación y fortalecimiento de las instituciones democráticas, el

desarrollo integral de toda su población y la construcción y

consolidación de la paz."

11. Hicieron declaraciones a este respecto el observador de Guatemala y un

representante de la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG).

Situación de los derechos humanos en Turquía

12. En su 23ª sesión, celebrada el 20 de agosto de 1997, la Subcomisión

examinó el proyecto de resolución E/CN.4/Sub.2/1997/L.2, patrocinado por

el Sr. Bossuyt, la Sra. Daes, el Sr. Eide, el Sr. Joinet, la Sra. Palley y el

Sr. Weissbrodt, que decía lo siguiente:

La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las

Minorías,

Reafirmando que todos los Estados Miembros tienen la obligación de

promover y proteger los derechos humanos de conformidad con las

disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, desarrolladas en la

Declaración Universal de Derechos Humanos y otros instrumentos

pertinentes en materia de los derechos humanos,

Consciente de que Turquía es Parte en la Convención contra la

Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la

Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación

contra la mujer, la Convención sobre los Derechos del Niño, el Convenio

Europeo de Derechos Humanos, la Convención Europea sobre la Prevención de

la Tortura y otros Tratos o Penas Inhumanos o Degradantes y los cuatro

Convenios de Ginebra de 1949,

Recordando que el Comité contra la Tortura declaró en 1993, tras

efectuar la primera de sus visitas sobre el terreno a un país, que la

práctica de la tortura era "sistemática" en Turquía (A/48/44/Add.1),

Recordando también las inquietudes expresadas en años recientes por

el Relator Especial sobre la cuestión de la tortura, el Relator Especial
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encargado de la cuestión de las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o

arbitrarias, el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o

Involuntarias y el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria de la

Comisión de Derechos Humanos,

Recordando además la preocupación expresada por el Relator Especial

sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de

expresión, tras la visita que efectuó a Turquía del 20 al 25 de

septiembre de 1996, por las informaciones concordantes y fidedignas

relativas al hostigamiento, la persecución y a veces la muerte o la

tortura de profesionales de la prensa, escritores, periodistas,

defensores de los derechos humanos y testigos de presuntas violaciones de

los derechos humanos, así como al uso de fuerza desproporcionada contra

periodistas y participantes en manifestaciones (E/CN.4/1997/31/Add.1),

Consciente de que el Comité Europeo para la prevención de la tortura

y los tratos o penas inhumanos o degradantes describió los casos de

tortura y otros malos tratos en Turquía como "generalizados" (1992) y

como "habituales en las instalaciones de policía de Turquía" (1996), y de

que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos determinó que había habido

violaciones relacionadas con el desahucio forzado y la destrucción de

aldeas en la parte sudoriental de Turquía (Akdivar y otros c. Turquía

(1996)),

1. Acoge con satisfacción:

a) Las enmiendas de la Constitución de Turquía y de los

artículos 8 y 13 de la Ley antiterrorista de 1991, que el Gobierno de

Turquía aprobó en 1995 con la intención de hacer esas disposiciones

compatibles con sus obligaciones internacionales en materia de derechos

humanos, así como la aprobación en 1997 de nuevas disposiciones por las

que el Gobierno de Turquía se proponía reducir los períodos de detención

preventiva, garantizar el derecho del detenido a la asistencia letrada en

su interrogatorio durante la instrucción del sumario, limitar la

competencia de los Tribunales de Seguridad del Estado y establecer el

Comité de Coordinación para los Derechos Humanos;

b) La invitación hecha por el Gobierno de Turquía al Grupo de

Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias para que visite
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Turquía antes de concluir el año 1997 y al Relator Especial sobre la

cuestión de la tortura para que visite el país antes de concluir el

año 1998, así como su plena cooperación con el Relator Especial sobre la

promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de

expresión durante la visita que éste efectuó al país del 20 al 25 de

septiembre de 1996;

2. Expresa su preocupación:

a) Por las informaciones que indican que continúan las violaciones

de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, en

particular la tortura y los malos tratos sistemáticos en varias partes de

Turquía, las ejecuciones extrajudiciales, los desahucios forzados, la

destrucción de aldeas y la detención y el encarcelamiento arbitrarios de

personas que ejercen su derecho a la libertad de expresión;

b) Por que, pese a que en Turquía ya existe buena parte del marco

legislativo y reglamentario necesario para luchar contra la tortura, en

la práctica se ha hecho caso omiso de esas medidas, persisten las

violaciones graves y las personas responsables parecen gozar de

impunidad;

c) Por el hecho de que las enmiendas efectuadas en 1995 a la

Constitución y a la Ley antiterrorista no hayan supuesto ningún cambio

fundamental; por ejemplo, las declaraciones no violentas sobre la

necesidad de encontrar una solución justa del problema curdo, otras

declaraciones "separatistas" e incluso las caricaturas políticas en que

se critica al Gobierno siguen siendo delitos penales en virtud del Código

Penal o de la Ley antiterrorista y algunas personas, incluida una

parlamentaria, siguen siendo condenados a penas de prisión por ejercer su

libertad de expresión;

3. Condena las violaciones de los derechos humanos y la

conculcación del derecho humanitario por el Partido de los Trabajadores

Curdos (PKK), que se manifiestan en el asesinato de personas en varios

países, el reclutamiento forzado de niños para participar en los

combates, las amenazas y la extorsión, la destrucción de aldeas y el

secuestro y el asesinato de civiles, incluso mujeres y niños, y, en

particular, los miembros de las familias extendidas de los maestros y los
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guardias de las aldeas, aunque considera que esas transgresiones de

grupos de la oposición armada y los actos terroristas no deben dar motivo

ni excusa para violaciones de derechos humanos inalienables y del derecho

internacional humanitario;

4. Insta al Gobierno de Turquía:

a) A cumplir las obligaciones que ha contraído libremente en

virtud de los tratados internacionales en materia de derechos humanos y

el derecho humanitario que, de conformidad con el artículo 90 de la

Constitución de Turquía, son parte integrante del derecho interno de

Turquía, en particular respetando el derecho de toda personas a no ser

víctima de ejecuciones extrajudiciales, tortura y malos tratos,

desapariciones involuntarias, detención y encarcelamiento arbitrarios,

desahucios forzados, destrucción de aldeas o conculcaciones de la

libertad de expresión;

b) A velar por que se investiguen de manera exhaustiva e imparcial

todas las presuntas violaciones de los derechos humanos y por que se

lleve a los culpables ante la justicia;

c) A velar por que las organizaciones dedicadas a los derechos

humanos y la salud, así como los médicos y los abogados que trabajan en

casos de derechos humanos, puedan desempeñar libremente sus tareas

profesionales sin intimidación, obstáculos, hostigamiento ni injerencias

inadecuadas;

d) A proporcionar acceso a un órgano humanitario reconocido para

la protección de los derechos de los detenidos en todo el país, a

cooperar con ese órgano, y a contribuir a la protección de la población

civil en la parte sudoriental del país;

e) A adherirse al Pacto Internacional de Derechos Civiles y

Políticos, a sus dos Protocolos Facultativos, al Pacto Internacional de

Derechos Económicos, Sociales y Culturales y a los dos Protocolos

Adicionales de 1977 a los Convenios de Ginebra de 1949, y a reconocer que

el artículo común 3 de los Convenios de Ginebra es aplicable al conflicto

armado que tiene lugar en la parte sudoriental de Turquía, teniendo
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presente que el artículo 3 estipula que la aplicación de las anteriores

disposiciones no surtirá efectos sobre el estatuto jurídico de las Partes

en conflicto;

f) A invitar al Relator Especial encargado de la cuestión de las

ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, así como al Grupo de

Trabajo sobre la Detención Arbitraria a que visiten el país en el momento

oportuno y a permitir una investigación independiente de las denuncias de

transgresiones del derecho humanitario y violaciones de los derechos

humanos cometidas por el PKK;

5. Decide:

a) Recomendar que la Comisión de Derechos Humanos examine la

situación de los derechos humanos en Turquía en su próximo período de

sesiones; y

b) En caso de que la Comisión no pueda adoptar medidas acerca de

la situación de los derechos humanos en Turquía, continuar examinando la

cuestión en su 50º período de sesiones, en relación con el mismo tema del

programa.

13. El Sr. Weissbrodt revisó oralmente el proyecto de resolución añadiendo un

nuevo apartado c) del párrafo 1 que decía lo siguiente:  "La amnistía

proclamada en agosto de 1997 para los periodistas encarcelados".

14. Hicieron declaraciones en relación con el proyecto de resolución

el Sr. Eide, el Sr. Joinet y la Sra. Warzazi.

15. El observador de Turquía hizo una declaración.

16. A propuesta del Presidente, se procedió a votación secreta.  El proyecto

de resolución, en su forma revisada, fue rechazado por 14 votos contra 8

y 3 abstenciones.

Situación de los derechos humanos en Argelia

17. En su 23ª sesión, celebrada el 20 de agosto de 1997, la Subcomisión

examinó el proyecto de resolución E/CN.4/Sub.2/1997/L.3, patrocinado por el

Sr. Bossuyt, la Sra. Daes, el Sr. Díaz Uribe, el Sr. Eide, el Sr. Joinet, la

Sra. Palley y el Sr. Weissbrodt, que decía lo siguiente:
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La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las

Minorías,

Guiada por los principios consagrados en la Carta de las Naciones

Unidas,  la Declaración Universal de Derechos Humanos, y el Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos en el que Argelia es Parte,

Observando, a la luz de la resolución 1997/22 de la Comisión de

Derechos Humanos, de 11 de abril de 1997, que Argelia no figura en la

lista de los países sujetos, en el marco de los procedimientos públicos,

a examen por la Comisión (E/CN.4/Sub.2/1997/33, anexo),

Profundamente preocupada por las informaciones de fuentes múltiples

fidedignas que ponen de manifiesto que, con desprecio de la dignidad

humana, grupos armados de extremistas religiosos, que actúan en flagrante

violación de los principios de tolerancia del islam, aterrorizan a la

población civil para obligarla a abrazar su causa recurriendo, en

especial, a ejecuciones sumarias cuya barbarie añade sufrimientos

inútiles a la suerte de víctimas inocentes decapitadas o pasadas a

cuchillo, inclusive ancianos, mujeres y niños,

Recordando su resolución 1996/20, de 29 de agosto de 1996, en la que

reiteró su condena inequívoca de todos los actos, métodos y prácticas de

terrorismo, cualquiera que fuera su motivación, en todas sus formas y

manifestaciones, dondequiera que se cometieran y quienquiera que los

cometiese,

Recordando también que, en su resolución 40/61, de 9 de diciembre

de 1985, la Asamblea General se declaró consciente de la necesidad, en la

lucha contra el terrorismo, de mantener y salvaguardar los derechos

básicos de las personas, de conformidad con los instrumentos

internacionales de derechos humanos pertinentes y las normas

internacionales generalmente aceptadas,

Preocupada cada vez más, a este respecto, por las informaciones

según las cuales, rebasando los imperativos de la lucha contra el

terrorismo, ciertos sectores de las fuerzas de seguridad cometen

violaciones cada vez más frecuentes de los derechos humanos, 

Observando que la población civil, constantemente obligada bajo la

influencia del terror, a escoger su campo en un clima de angustia, es
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mantenida como rehén y se expone entonces, sea cual fuere la iniciativa

que tome, al riesgo de represalias por las partes en el conflicto, 

1. Condena con la máxima energía los odiosos crímenes cometidos,

en un paroxismo de barbarie, por grupos terroristas que afirman ser

islamistas y exhorta a que se intensifique la cooperación internacional

en relación con sus cómplices en el extranjero;

2. Insta al Gobierno de Argelia a que actúe de conformidad con el

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y, en especial, a que

prohíba las prácticas antiterroristas obcecadas que no pueden ser sino

fuente de graves violaciones de los derechos humanos;

3. Insta encarecidamente a la comunidad internacional a que rompa

el muro de silencio que rodea el drama que vive el pueblo argelino y a

que manifieste a éste su solidaridad;

4. Recomienda pues a la Comisión de Derechos Humanos que examine,

en su 54º período de sesiones, teniendo en cuenta su gravedad

excepcional, la cuestión de la situación de los derechos humanos en

Argelia;

5. Decide mantener, si ese no era el caso, el examen de esta

cuestión en su 50º período de sesiones, en el marco del mismo tema de su

programa.

18. El Sr. Lindgren Alves enmendó oralmente el proyecto de resolución de la

siguiente manera:

a) Sustituir el título por el siguiente:  "Violaciones de los derechos

humanos en Argelia causadas por grupos religiosos armados

extremistas";

b) Suprimir en el último párrafo del preámbulo las palabras

"es mantenida como rehén y";

c) Añadir en el párrafo 2 de la parte dispositiva, después de las

palabras "Insta al Gobierno de Argelia a que", las palabras "en la

lucha contra el terrorismo";

d) Suprimir en el párrafo 2 de la parte dispositiva las palabras: 

"y, en especial, que prohíba las prácticas antiterroristas obcecadas

que no pueden ser sino fuente de graves violaciones de los derechos

humanos";

e) Suprimir el párrafo 5 de la parte dispositiva.
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19. El Sr. Bossuyt modificó oralmente el título enmendado de la siguiente

manera:  "Violaciones de los derechos humanos en Argelia causados por actos

terroristas".

20. Hicieron declaraciones en relación con el proyecto de resolución

el Sr. Alfonso Martínez, el Sr. Ali Khan, la Sra. Attah, el Sr. Bossuyt,

el Sr. Chernichenko, la Sra. Daes, el Sr. El-Hajjé, el Sr. Fan Guoxiang,

el Sr. Joinet, el Sr. Guissé, el Sr. Lindgren Alves, el Sr. Mehedi,

la Sra. Palley y el Sr. Yimer.

21. El observador de Argelia hizo una declaración.

22. A petición de la Sra. Attah, se procedió a votación secreta.  El proyecto

de resolución, en su forma enmendada, fue rechazado por 15 votos contra 9 y

una abstención.

Situación de los derechos humanos en el Congo

23. En su 23ª sesión, celebrada el 20 de agosto de 1997, la Subcomisión

examinó el proyecto de resolución E/CN.4/Sub.2/1997/L.5, patrocinado por

el Sr. Bossuyt, el Sr. Boutkevitch, la Sra. Daes, el Sr. Eide,

la Sra. Ferrero Ucros, el Sr. Joinet, la Sra. Palley y el Sr. Weissbrodt.

24. El Sr. Eide revisó oralmente el proyecto de resolución sustituyendo las

palabras "Comité Nacional de Mediación para la resolución del conflicto"

por las palabras "Comité Internacional de Mediación para la solución

negociada del conflicto, presidido por el Presidente del Gabón,

Excmo. Sr. Oman Bongo".

25. Hicieron declaraciones en relación con el proyecto de resolución y la

revisión el Sr. Alfonso Martínez, la Sra. Attah, el Sr. Bossuyt, el Sr. Eide,

el Sr. El-Hajjé, el Sr. Guissé, el Sr. Khalil, la Sra. Palley y el Sr. Yimer.

26. A petición del Sr. Guissé, se procedió a votación secreta.  El proyecto

de resolución, en su forma enmendada, fue aprobado por 13 votos contra 10

y 2 abstenciones.  El texto de la resolución figura en el capítulo II,

sección A, resolución 1997/1.

Situación de los derechos humanos en Bahrein

27. En su 23ª sesión, celebrada el 20 de agosto de 1997, la Subcomisión

examinó el proyecto de resolución E/CN.4/Sub.2/1997/L.8, patrocinado por
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el Sr. Bossuyt, el Sr. Boutkevitch, la Sra. Daes, el Sr. Eide, la

Sra. Gwanmesia, el Sr. Joinet, el Sr. Maxim, la Sra. Palley y el

Sr. Weissbrodt.

28. Hicieron declaraciones en relación con el proyecto de resolución el

Sr. Bossuyt, el Sr. Fan Guoxiang, el Sr. Eide, el Sr. El-Hajjé, la

Sra. Gwanmesia, la Sra. Palley, el Sr. Joinet y la Sra. Warzazi.

29. El observador de Bahrein hizo una declaración.

30. En su 24ª sesión, celebrada el 21 de agosto, la Subcomisión continuó el

examen del proyecto de resolución E/CN.4/Sub.2/1997/L.8.

31. A propuesta del Presidente, se procedió a votación secreta.  El proyecto

de resolución se aprobó por 12 votos contra 11 y una abstención.  El texto de

la resolución figura en el capítulo II, sección A, resolución 1997/2.

Situación de los derechos humanos en la República Popular Democrática
de Corea

32. En su 24ª sesión, celebrada el 21 de agosto de 1997, la Subcomisión

examinó el proyecto de resolución E/CN.4/Sub.2/1997/L.13, patrocinado por el

Sr. Bossuyt, la Sra. Daes, el Sr. Díaz Uribe, el Sr. Eide, el

Sr. Fix Zamudio, el Sr. Joinet, y el Sr. Weissbrodt.

33. El Sr. Joinet revisó oralmente el proyecto de resolución suprimiendo la

palabra "primer" antes de las palabras "informe periódico" en el penúltimo

párrafo del preámbulo y en el párrafo 2 de la parte dispositiva.

34. Hicieron declaraciones en relación con el proyecto de resolución el

Sr. Alfonso Martínez, la Sra. Attah, el Sr. Eide, el Sr. Fan Guoxiang, el

Sr. Guissé, el Sr. Joinet y el Sr. Park.

35. El observador de la República Popular Democrática de Corea hizo una

declaración.

36. A propuesta del Presidente, se procedió a votación secreta.  El proyecto

de resolución, en su forma revisada, fue aprobado por 13 votos contra 9

y 3 abstenciones.  El texto de la resolución figura en el capítulo II,

sección A, resolución 1997/3.

Situación en los territorios palestinos y demás territorios árabes ocupados
por Israel

37. En su 24ª sesión, celebrada el 21 de agosto de 1997, la Subcomisión

examinó el proyecto de resolución E/CN.4/Sub.2/1997/L.16, patrocinado por
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el Sr. Alfonso Martínez, el Sr. Ali Khan, el Sr. El-Hajjé, el Sr. Khalil y el

Sr. Mehedi, que decía lo siguiente:

La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las

Minorías,

Guiada por los propósitos y principios de la Carta de las Naciones

Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en particular los principios

de igualdad de derechos y de libre determinación de todos los pueblos,

Teniendo presentes los principios y las disposiciones humanitarias

de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 para la protección de

las víctimas de la guerra, los principios y disposiciones del derecho

internacional y las obligaciones dimanantes del Reglamento sobre las

leyes y costumbres de la guerra terrestre, anexo a la Convención IV

de La Haya, de 1907,

Afirmando la diferencia entre el terrorismo y el derecho legítimo de

los pueblos a oponer resistencia a la ocupación extranjera,

Reafirmando la aplicabilidad del Convenio de Ginebra de 12 de agosto

de 1949 relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo

de guerra a los territorios palestinos y demás territorios árabes

ocupados por Israel desde 1967,

Sumamente alarmada por el hecho de que Israel no respeta el Convenio

de Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativo a la protección debida a las

personas civiles en tiempo de guerra y no lo aplica a la población

palestina en los territorios palestinos ocupados ni a las demás personas

civiles en otros territorios árabes ocupados,

Profundamente preocupada por las decisiones del Tribunal Superior de

Justicia de Israel, de 11 de enero de 1996 y 17 de noviembre de 1996, que

legitiman la utilización de la tortura contra palestinos,

Hondamente alarmada por las violaciones recientes y sumamente graves

de los derechos humanos en los territorios palestinos y otros territorios

ocupados, y en particular porque sigan construyéndose asentamientos

israelíes en los territorios palestinos ocupados, incluida Jerusalén,
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y el Golán sirio ocupado, y porque continúen detenidos más

de 4.000 palestinos en cárceles israelíes sin que se les haya juzgado,

Profundamente preocupada por los graves obstáculos que crean estas

violaciones para el proceso de paz en el Oriente Medio, así como porque

Israel no cumpla las bases y los principios de la Conferencia de Paz de

Madrid,

Profundamente preocupada también por las recientes medidas de Israel

dirigidas contra el pueblo palestino en los territorios de la Autoridad

Palestina y otras medidas que constituyen violaciones de los derechos

humanos y de los acuerdos firmados por el Gobierno de Israel y la

Organización de Liberación de Palestina,

1. Reafirma que las recientes violaciones de los derechos humanos,

en particular el empeño de Israel en mantener y ampliar sus asentamientos

y crear otros nuevos, son contrarios al proceso de paz y lo ponen en

peligro;

2. Condena el terrorismo en todas sus formas y manifestaciones,

incluido el terrorismo de Estado;

3. Exhorta al Gobierno de Israel a que ponga fin inmediatamente a

todas las medidas adoptadas contra el pueblo palestino y la Autoridad

Palestina;

4. Insta al Gobierno de Israel a que, a la luz de la situación

sumamente peligrosa que existe en estos momentos en el Oriente Medio,

causada por la negativa de Israel a cumplir la resolución 497 (1981) del

Consejo de Seguridad y todas las resoluciones de la Asamblea General y de

la Comisión de Derechos Humanos relativas al Golán sirio ocupado,

renuncie a cambiar el carácter físico, la composición demográfica, la

estructura institucional y la condición jurídica del Golán sirio ocupado,

lo cual constituye una violación flagrante de los derechos humanos y de

las libertades fundamentales de los ciudadanos de la República Arabe

Siria en el Golán sirio ocupado;

5. Afirma que para lograr una paz justa y completa en el Oriente

Medio es preciso que Israel se retire totalmente de todo el territorio

palestino ocupado, incluida Jerusalén, para que el pueblo palestino pueda

ejercer su derecho a la libre determinación y establecer un Estado
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independiente, que Israel se retire totalmente del Golán sirio ocupado y

que se retire total e incondicionalmente del sur del Líbano y la Bekaa

occidental, de conformidad con las resoluciones del Consejo de

Seguridad 242 (1967), 338 (1973) y 425 (1978) y con el principio de paz a

cambio de tierras;

6. Pide al Secretario General que, en su 50º período de sesiones,

facilite a la Subcomisión una lista actualizada de informes, estudios,

estadísticas y demás documentos en relación con la cuestión de Palestina

y otros territorios árabes ocupados, adjuntando los textos de las últimas

resoluciones y decisiones pertinentes de las Naciones Unidas y el informe

del Comité Especial encargado de investigar las prácticas israelíes que

afectan a los derechos humanos del pueblo palestino y otros habitantes

árabes de los territorios ocupados, y toda la información pertinente

relativa a la aplicación de la presente resolución.

38. El Sr. Lindgren Alves hizo una declaración relacionada con el proyecto de

resolución recordando la decisión 1996/115, en la cual la Subcomisión decidió

no adoptar medidas en su 49º período de sesiones respecto de las situaciones

de derechos humanos que ya se hubieran sometido a la Comisión en el marco de

los procedimientos públicos relativos a las violaciones de esos derechos.

39. Hicieron declaraciones en relación con el proyecto de resolución y la

decisión 1996/115 el Sr. Alfonso Martínez, el Sr. Bossuyt, el Sr. Eide,

el Sr. El-Hajjé, el Sr. Joinet, el Sr. Lindgren Alves y el Sr. Yimer.

40. A petición de la Sra. Warzazi, se procedió a votación secreta acerca de

si se cerraba el debate sobre procedimiento.  La moción fue aprobada

por 37 votos contra 7 y una abstención.

41. A continuación el Sr. Bossuyt propuso que se aprobara la siguiente

moción:  "La Subcomisión decide, teniendo en cuenta su decisión 1996/115,

aprobada en su 48º período de sesiones, no pronunciarse sobre el proyecto de

resolución L.16".

42. A este respecto hicieron declaraciones el Sr. Alfonso Martínez, el

Sr. Chernichenko, el Sr. Eide, el Sr. Fan Guoxiang, el Sr. Guissé, el

Sr. Lindgren Alves, la Sra. Palley y el Sr. Yimer.

43. A petición del Sr. Alfonso Martínez, se procedió a votación secreta sobre

la moción, que fue aprobada por 18 votos contra 5 y 2 abstenciones.
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Situación de los derechos humanos en la India

44. En su 24ª sesión, celebrada el 21 de agosto de 1997, la Subcomisión

examinó el proyecto de resolución E/CN.4/Sub.2/1997/L.21, patrocinado por la

Sra. Palley, que decía lo siguiente:

La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las

Minorías,

Reconociendo la enorme responsabilidad del Reino Unido de Gran

Bretaña e Irlanda del Norte por haber dejado en el subcontinente indio

tradiciones de:

i) Imperialismo hacia los pueblos y sus territorios;

ii) Supresión militar despiadada de todo disentimiento, unida a

aplastantes poderes especiales de emergencia;

iii) Leyes penales reaccionarias;

iv) Doble rasero en la proclamación de los derechos humanos y el

imperio del derecho, cuya aplicación era más formal que

práctica en sus protectorados y posesiones coloniales;

v) Falta de voluntad y una cierta incapacidad para emprender

verdaderas reformas de las instituciones sociales, culturales,

económicas o de otra índole en el subcontinente indio; y

vi) Explotación ilimitada a través del capitalismo y de las castas

del trabajo y los recursos naturales y de otro tipo,

Reconociendo también que la India, después de 50 años de

independencia, ha mantenido gran parte de esas tradiciones y ha hecho

poco por corregir los males económicos, sociales y culturales y las

violaciones de derechos humanos que se producen por todo el Estado,

Reconociendo, no obstante, que la Constitución de la India contiene

una detallada carta de derechos humanos y unos principios orientadores de

la política del Estado para la protección de los derechos humanos; que

existe una Comisión Nacional de las Minorías, una Comisión Nacional de

Derechos Humanos, junto con algunas comisiones estatales de derechos

humanos; y que las castas y tribus reconocidas gozan de una amplia

protección constitucional y legislativa,
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1. Observa, en este 50º aniversario de la independencia de la

India, la mayor democracia y el segundo Estado más poblado del mundo, que:

i) El Comité de Derechos Humanos, después de examinar el tercer

informe periódico de la India, ha expresado en sus

observaciones finales (CCPR/C/79/Add.81) su preocupación por

las denuncias de que la policía y otras fuerzas de seguridad no

siempre respetaban el imperio de la ley y que, en particular,

las órdenes de hábeas corpus pronunciadas por los tribunales no

siempre se cumplían, en especial en las zonas de disturbios;

ii) El Comité de Derechos Humanos ha expresado también su

preocupación por la ocurrencia de muertes, violaciones y

torturas durante la detención policial (ibíd., párr. 23);

iii) El Relator Especial de la Comisión de Derechos Humanos sobre la

cuestión de la tortura ha recibido denuncias según las cuales

el ejército, las Fuerzas de Seguridad de Fronteras y la Fuerza

Policial Central de Reserva solían torturar a la gran mayoría

de las personas detenidas por razones políticas en Jammu y

Cachemira (E/CN.4/1996/35, 9 de enero de 1996, párr. 70);

iv) El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura siguió

en 1996 recibiendo información según la cual la fuerzas de

seguridad en Jammu y Cachemira habían torturado

sistemáticamente a los detenidos y que al parecer propiciaba el

uso de la tortura la práctica de retener a los detenidos en

centros provisionales de detención sin acceso a los tribunales,

sus familias o atención médica, y que entre los medios de

tortura señalados figuraban las palizas, las descargas

eléctricas, el aplastamiento de los músculos de las piernas con

un rodillo de madera, las quemaduras con objetos calientes y

las violaciones (E/CN.4/1997/7, 10 de enero de 1997, párr. 87);

v) El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura ha

informado de que rara vez se lleva a los detenidos ante un

magistrado, a pesar de que la ley exige que así se haga en un

plazo de 24 horas, y que desde 1990 se han presentado más
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de 15.000 peticiones de hábeas corpus, pero que en la inmensa

mayoría de los casos las autoridades no han respondido a las

peticiones (ibíd., párr. 88);

vi) El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura sigue

preocupado por la persistencia de denuncias de torturas,

seguidas a menudo del fallecimiento del detenido mientras se

halla bajo custodia policial (ibíd., párr. 90);

vii) El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura ha dado

cuenta de denuncias de que en ninguna ocasión se había hecho

pública ninguna información relativa a los casos de demandas

contra el personal de las fuerzas de seguridad en Jammu y

Cachemira por actos de tortura (ibíd., párr. 88);

viii) El Gobierno de la India ha notificado al Grupo de Trabajo sobre

Desapariciones Forzadas o Involuntarias que se han investigado

con carácter inmediato las denuncias de que las fuerzas de

seguridad habían cometido violaciones de los derechos humanos

y, hasta la fecha, se ha castigado a 272 miembros de las

fuerzas de seguridad (E/CN.4/1997/34, 13 de diciembre de 1996,

párr. 183);

ix) El número total de personas castigadas apenas es superior al

total comunicado hace dos años a la Subcomisión, pese a la

presencia activa de varios centenares de miles de soldados

armados en Jammu y Cachemira;

x) El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o

Involuntarias ha advertido asimismo que la Corte Suprema del

Punjab había recibido una denuncia en la que se afirmaba que la

policía de Punjab había incinerado en secreto centenares de

cadáveres, lo cual llevó a la apertura de una investigación por

la Oficina Central de Investigación (ibíd., párr. 184);

xi) Existe información fidedigna según la cual 2.500 cadáveres

principalmente de jóvenes fueron incinerados en secreto y de

que el abogado que formuló la denuncia fue detenido y ha

desaparecido;      
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xii) El Relator Especial encargado de la cuestión de las ejecuciones

extrajudiciales, sumarias o arbitrarias ha recibido numerosos

informes de violaciones del derecho a la vida en la India y

denuncias relativas a muertes ocurridas durante la custodia

policial como consecuencia de la tortura y los malos tratos

infligidos por funcionarios de la policía durante las fases

preliminares a la detención, en las que el acceso al mundo

exterior se deniega por sistema, y que dentro de la policía y

las fuerzas armadas los supuestos perpetradores de tales actos

disfrutan de total impunidad al cometerse esas violaciones

principalmente en Jammu y Cachemira, Punjab y Uttar Pradesh

(E/CN.4/1996/4, párr. 231);

xiii) El Relator Especial encargado de la cuestión de las ejecuciones

extrajudiciales, sumarias o arbitrarias sigue profundamente

preocupado porque, según se informa, el Gobierno no ha tomado

medidas para perseguir a los miembros de las fuerzas de

seguridad implicados en violaciones de los derechos humanos

(ibíd., párr. 238);

xiv) El Relator Especial encargado de la cuestión de las ejecuciones

extrajudiciales, sumarias o arbitrarias ha intentado visitar

la India repetidas veces desde 1993 (E/CN.4/1996/4, 25 de enero

de 1996, párr. 241 y E/CN.4/1997/60, 24 de diciembre de 1996,

párr. 22) pero hasta el momento no ha recibido invitación

alguna;

xv) El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura ha

solicitado en repetidas ocasiones visitar la India

(E/CN.4/1996/35, 9 de enero de 1996, párr. 77

y E/CN.4/1997/7, 10 de enero de 1997, párr. 90) y lamenta la

poca disposición del Gobierno de la India a invitarle a visitar

el país, como lo hace también el Comité de Derechos Humanos

(CCPR/C/79/Add.81, párr. 23);

xvi) El artículo 19 de la Ley de protección de los derechos humanos

impide que la Comisión de Derechos Humanos, que hace un

excelente trabajo de investigación y recomendación en
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cumplimiento de su mandato en el marco de la mencionada ley,

investigue directamente las denuncias de violaciones de

derechos humanos en que estén implicadas las fuerzas armadas,

teniendo que solicitar un informe del Gobierno, en tanto que la

Comisión no puede investigar casos de violaciones de los

derechos humanos ocurridas más de un año antes de la

presentación de la denuncia, lo que impide la investigación de

muchas supuestas violaciones de los derechos humanos cometidas

en el pasado (ibíd; párr. 22 y CERD/C/304/Add.13, 17 de

septiembre de 1996, párr. 16);

xvii) Aunque la Ley de prevención de disturbios y actividades

terroristas ha prescrito, unas 1.600 personas detenidas en

aplicación de la misma continúan en detención con arreglo a sus

disposiciones (CCPR/C/79/Add.81, párr. 25), en tanto que la Ley

de seguridad nacional, y en algunas partes la Ley de seguridad

pública siguen vigentes, hecho lamentado por el Comité para la

Eliminación de la Discriminación Racial (CERD/C/304/Add.13,

párr. 21), en tanto que la Ley de poderes especiales de las

fuerzas armadas se viene aplicando desde hace muchos años a

zonas declaradas de disturbios, como por ejemplo a Manipur

desde 1980 y a otras zonas del Estado durante mucho más tiempo,

lo que significa que el Gobierno de la India ha estado

utilizando de hecho unos poderes de emergencia sin invocar el

párrafo 3 del artículo 4 del Protocolo Internacional de

Derechos Civiles y Políticos (CCPR/C/74/Add.81, párr. 19);

xviii) El Comité de Derechos Humanos ha informado de que el uso de

poderes especiales de detención sigue muy extendido y ha

expresado su preocupación por las propuestas legislativas de

reintroducir la aplicación de algunas partes de la Ley de

prevención de disturbios y actividades terroristas, lo que

conduciría a nuevas violaciones del Pacto Internacional de

Derechos Civiles y Políticos, que ya no se cumple en lo que

respecta al derecho a informar rápidamente a la persona
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interesada de las razones de su detención y a la necesidad de

aplicar el procedimiento debido para decidir la continuación de

la detención (ibíd., párrs. 24 y 25);

xix) El Comité de Derechos Humanos ha recomendado que la

continuación de la detención sea decidida por un tribunal

imparcial y que haya como mínimo un registro central de

detenidos y que el Comité Internacional de la Cruz Roja sea

admitido en todo tipo de instalaciones, particularmente en las

zonas de conflicto (ibíd., párr. 24);

xx) No es posible recurrir a la vía civil (ni tampoco a la penal)

contra miembros de las fuerzas armadas y de las fuerzas de

seguridad que actúen en el marco de poderes especiales sin

permiso del Gobierno central, y que el Comité de Derechos

Humanos ha expresado su preocupación sobre esta materia,

advirtiendo que contribuye a crear un clima de impunidad

(ibíd., párr. 21);

xxi) El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial ha

expresado una profunda preocupación por el hecho de que el

Gobierno de la India alega que la situación de las castas y

tribus reconocidas no entra dentro del ámbito de la Convención

Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de

Discriminación Racial (CERD/C/304/Add.13, 17 de septiembre

de 1996, párrs. 2 y 14);

xxii) El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial ha

expresado asimismo su profunda preocupación por el hecho de que

los habitantes de Cachemira y otros grupos sean tratados con

frecuencia, por razón de su origen étnico o nacional, de forma

contraria a las disposiciones básicas de la Convención

(ibíd., párr. 15);

xxiii) El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial ha

precisado que si bien existen disposiciones constitucionales y

textos jurídicos para abolir el sistema de los intocables y

proteger a los miembros de las castas y tribus reconocidas, y

si bien se han adoptado políticas sociales y educacionales para
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mejorar la situación de sus miembros y protegerlos contra los

abusos, la discriminación generalizada contra esas personas y

la relativa impunidad de quienes cometen abusos contra ellas

indican que esas medidas tienen efectos limitados, y que

preocupan especialmente al Comité las denuncias de que a menudo

se impida a personas pertenecientes a las castas y tribus

reconocidas utilizar los pozos públicos o entrar en cafés o

restaurantes y que a veces sus hijos están separados de los

demás niños en las escuelas, en violación del apartado f) del

artículo 5 de la Convención (CERD/C/304/Add.13, párr. 23);

xxiv) El Comité de Derechos Humanos ha expresado su preocupación por

el hecho de que, pese a las medidas adoptadas por el Gobierno,

los miembros de las castas y tribus reconocidas, así como las

llamadas clases atrasadas y las minorías nacionales étnicas,

continúan sometidos a una grave discriminación social y sufren

un número desproporcionado de violaciones de los derechos que

les reconoce el Pacto, incluida la violencia entre castas, el

trabajo en condiciones de servidumbre y discriminaciones de

todo tipo (CCPR/C/79/Add.81, párr. 15);

xxv) El Comité de Derechos Humanos ha expresado asimismo una grave

preocupación ante la insuficiencia de las medidas legislativas

para proscribir el matrimonio de niños, la violencia

relacionada con la dote, el sati, el feticidio y el

infanticidio de niñas y la necesidad de medidas destinadas a

cambiar las actitudes que permiten esas prácticas a fin de

proteger a la mujer contra todo tipo de discriminación,

incluida la violencia (ibíd., párr. 16);

xxvi) El Comité de Derechos Humanos ha expresado asimismo su

preocupación por el hecho de que no se haya reconocido a las

mujeres en la India la igualdad en el disfrute de sus derechos

y libertades de conformidad con los artículos 2 y 26 del Pacto

(ibíd., párr. 17);

xxvii) El Comité de Derechos Humanos ha expresado igualmente su

preocupación por la extensión del trabajo en régimen de
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servidumbre así como por el hecho de que la incidencia de esta

práctica comunicada a la Corte Suprema de la India es mucho más

elevada que la mencionada por el Gobierno de la India en su

tercer informe periódico al Comité, y ha manifestado su

inquietud por el hecho de que las medidas destinadas a

erradicar la citada práctica no parezcan ser eficaces para

conseguir un progreso real en la liberación o rehabilitación de

quienes trabajan en régimen de servidumbre (ibíd., párr. 29);

xxviii) El Comité de Derechos Humanos ha deplorado la elevada

incidencia de la prostitución infantil o de la venta de mujeres

y niñas para obligarlas a prostituirse, lamentando la falta de

medidas eficaces para impedir esas prácticas y proteger a las

víctimas, así como la falta de medidas para poner fin a la

práctica de devadasi (dedicación de jovencitas a la

prostitución en los templos);

xxix) El Comité de Derechos Humanos ha expresado asimismo su

preocupación por el hecho de que apenas se haya progresado en

la aplicación de la Ley de prohibición del trabajo infantil

de 1986 y ha recomendado que se tomen medidas urgentes para

liberar a los niños de ocupaciones peligrosas, así como medidas

inmediatas para aplicar las recomendaciones de la Comisión

Nacional de Derechos Humanos con respecto a la exigencia

constitucional de que todos los niños menores de 14 años tienen

un derecho fundamental a recibir una educación obligatoria y

gratuita;

2. Acoge calurosamente la reanudación de las conversaciones entre

la India y el Pakistán en el marco de los Acuerdos de Simla, convencida

de que solamente unas negociaciones pacíficas con la plena participación

de los pueblos de Jammu y Cachemira pueden poner fin a las patentes y

sistemáticas violaciones de los derechos humanos que se han producido y

se siguen produciendo, y también al terrorismo;

3. Insta al Gobierno de la India:

i) A que ratifique la Convención contra la Tortura y Otros Tratos

o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes;
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ii) A que ratifique el Protocolo Facultativo del Pacto

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y reconsidere sus

amplias reservas al Pacto a que ha hecho referencia el Comité

de Derechos Humanos (CCPR/C/79/Add.81, párr. 14);

iii) A que invite al Relator Especial sobre la cuestión de la

tortura a que visite la India en el año en curso;

 iv) A que invite al Relator Especial encargado de la cuestión de

las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias a que

visite la India en el año en curso o poco tiempo después;

v) A que examine con prontitud el informe del Comité de Derechos

Humanos y todas sus múltiples recomendaciones;

vi) A que examine asimismo con prontitud las observaciones finales

del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,

formuladas nada menos que el 17 de septiembre de 1996;

vii) En particular, a que considere la posibilidad de reforzar los

poderes de la Comisión Nacional de Derechos Humanos para

investigar e iniciar actuaciones jurídicas respecto de

cualquier violación de los derechos humanos, cualquiera que sea

su autor;

viii) A que ponga fin a la virtual impunidad con la que actúa el

elevado número de funcionarios de la policía y de las fuerzas

armadas y paramilitares empleados por el Estado para combatir

el terrorismo y el crimen;

4. Pide al Gobierno de la India:

i) Que se cerciore de que sus fuerzas de policía y de seguridad no

recurren a un uso excesivo o arbitrario de la fuerza para

combatir acciones terroristas;

ii) Que actúe de conformidad con las restricciones sobre el uso de

la fuerza y las armas de fuego establecidas en los instrumentos

internacionales aplicables;

iii) Que adopte las medidas legislativas y administrativas

necesarias para cerciorarse de que todos los casos de supuestas

muertes durante el período de custodia o en el curso de

"encuentros", y todas las denuncias de tortura, tratos
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inhumanos y violación se investigan rápidamente y de que se

inician diligencias criminales contra todos los presuntos

autores de acuerdo con lo prescrito en la ley y en las normas

internacionales

iv) Que se asegure de que se hace al ejército y a otras fuerzas de

seguridad y de policía la siguiente advertencia:  la violación

es un delito destructivo de la vida, especialmente en lugares y

culturas donde las mujeres y las jóvenes víctimas quedan para

siempre estigmatizadas y sufren unos daños psicológicos

irreversibles; se impondrá un castigo criminal ejemplar a los

agresores, y los oficiales cuyos hombres hayan sido objeto con

frecuencia denunciados por haber incurrido en tal conducta se

enfrentarán con graves sanciones disciplinarias por ser

incapaces de mantener el honor y el orden entre las fuerzas

indias;

v) Que suprima la utilización de cualquier forma de represión que

sea inhumana o degradante o capaz de infligir tortura a la

persona del detenido o del prisionero;

5. Decide recomendar a la Comisión de Derechos Humanos que

considere la situación en la India en su próximo período de sesiones.

45. Hicieron declaraciones en relación con el proyecto de resolución

el Sr. Alfonso Martínez, la Sra. Attah, el Sr. Chernichenko, la Sra. Daes,

el Sr. Eide, el Sr. El-Hajjé, el Sr. Fan Guoxiang, el Sr. Guissé,

la Sra. Gwanmesia, el Sr. Maxim, la Sra. Palley, la Sra. Warzazi,

el Sr. Weissbrodt y el Sr. Yimer.

46. Tras una votación secreta, la Subcomisión no se pronunció sobre el

proyecto de resolución (véase el párr. 49 infra).

Situación de los derechos humanos en el Pakistán

47. En su 24ª sesión, celebrada el 21 de agosto de 1997, la Subcomisión

examinó el proyecto de resolución E/CN.4/Sub.2/1997/L.22, patrocinado por la

Sra. Palley, que decía lo siguiente:
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La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las

Minorías,

Reconociendo la enorme responsabilidad del Reino Unido de Gran

Bretaña e Irlanda del Norte por haber dejado en el subcontinente indio

las tradiciones de:

i) Imperialismo hacia los pueblos y sus territorios;

ii) Supresión militar despiadada de todo disentimiento unida a

aplastantes poderes especiales de emergencia;

iii) Leyes penales reaccionarias;

iv) Doble rasero en la proclamación de los derechos humanos y el

imperio del derecho, cuya aplicación era más formal que

práctica en sus protectorados y posesiones coloniales;

v) Falta de voluntad y una cierta incapacidad para emprender

verdaderas reformas de las instituciones sociales, culturales,

económicas y de otra índole en el subcontinente indio o de las

prácticas y las costumbres tradicionales que privan a las

mujeres y a las niñas de sus derechos; y

vi) Explotación desenfrenada capitalista y feudal del trabajo y de

los recursos naturales y de otro tipo,

Reconociendo también que el Pakistán, después de 50 años de

independencia, ha mantenido gran parte de esas tradiciones y ha hecho

poco por corregir los males económicos, sociales y culturales y las

violaciones de los derechos humanos que se producen por todo el Estado,

1. Observa, en este cincuentenario de la independencia del

Pakistán, el quinto Estado con más población del mundo, que:

i) La Comisión de Derechos Humanos, en su resolución 1997/38 instó

a todos los Estados a que, con carácter prioritario, se

hicieran Partes en la Convención contra la Tortura y Otros

Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; recordó que el

derecho a no ser sometido a tortura no es derogable; exhortó a

todos los gobiernos a que aplicaran plenamente la prohibición

de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o

degradantes; y destacó que las personas que alienten, ordenen,

toleren y cometan esos actos deben ser sancionadas severamente;
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ii) Durante los últimos años el Relator Especial sobre la cuestión

de la tortura en sus informes anuales ha transmitido a la

Comisión de Derechos Humanos las denuncias que indican que la

tortura de las personas bajo custodia de la policía, las

fuerzas paramilitares y las fuerzas armadas es endémica,

generalizada y sistemática en el Pakistán, y que una mayoría

considerable de las mujeres detenidas por la policía son objeto

de algún tipo de abuso deshonesto, entre ellos la violación;

iii) El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura visitó el

Pakistán en febrero y marzo de 1996 e informó de que las

torturas, comprendida la violación, y otros tratos crueles,

inhumanos o degradantes abundan en el Pakistán

(E/CN.4/1997/7/Add.2, párr. 96) y de que este estado de cosas

se perpetúa por la casi impunidad de que gozan quienes cometen

estos graves delitos (párrs. 84 a 98);

iv) El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura descubrió

que, contrariamente a lo que le había asegurado el Gobierno del

Pakistán, en las cárceles se utilizaban grilletes de barras

verticales (E/CN.4/1997/7/Add.2, párrs. 50 a 62);

v) La Ley de abolición de la pena de flagelación de 1996, que

prohíbe a los tribunales dictar sentencia de flagelación (que

no está prohibida en las cárceles) "salvo en los casos en que

se disponga la pena de flagelación por hadd", permite que

continúe el castigo prescrito de 100 latigazos en caso de

relaciones sexuales ilícitas y la muerte por lapidación en caso

de adulterio;

vi) El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura informó de

que se mantenía a los detenidos en centros de detención no

autorizados dependientes del Servicio de Información Federal y

del Ejército;

vii) El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o

Involuntarias expresó preocupación en su informe porque el

Pakistán no mantuviera a las personas privadas de libertad sólo

en lugares de detención oficialmente reconocidos

(E/CN.4/1997/34);
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viii) La Comisión de Derechos Humanos, en su resolución 1997/61

exigió que todos los gobiernos se aseguraran de que se pusiera

fin a la práctica de las ejecuciones extrajudiciales, sumarias

o arbitrarias y tomaran medidas eficaces para combatir y

eliminar el fenómeno, y reiteró la obligación que incumbe a

todos los gobiernos de llevar a cabo investigaciones completas

e imparciales de todos los presuntos casos de ejecuciones

extrajudiciales, sumarias o arbitrarias y de identificar y

enjuiciar a los autores;

ix) El Relator Especial encargado de la cuestión de las ejecuciones

extrajudiciales, sumarias o arbitrarias expresó preocupación

por la persistencia de las denuncias de muertes de detenidos en

el Pakistán tras la detención en unas condiciones que ponían

sus vidas en peligro y porque esas muertes sugieren la

existencia de un cuadro de violencia contra ellos

(E/CN.4/1997/60);

x) La Comisión de Derechos Humanos del Pakistán

documentó 200 muertes únicamente en Karachi a consecuencia de

torturas en detención provisional;

xi) El Relator Especial sobre la cuestión de la tortura, al

examinar la situación en Karachi, comunicó que, según los

informes, se habían producido muchas muertes bajo custodia

policial o en pretendidos enfrentamientos en los que la policía

o los Rangers, la fuerza paramilitar que ha reemplazado al

ejército después de la retirada de éste en 1995, disparan

contra sospechosos dándoles muerte, y observó que, aunque las

fuerzas de orden público eran blanco de ataques, más

de 300 personas habían muerto desde 1992, pero ni un policía

había muerto en esos enfrentamientos;

xii) El Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria decidió

que seis personas de la comunidad religiosa ahmadí habían sido

arbitrariamente detenidas por ejercer su derecho a la libertad

de conciencia y que otras 125 personas habían sido igualmente
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detenidas acusadas de blasfemia con arreglo al artículo 295 C

del Código Penal del Pakistán (delito castigado siempre con la

pena de muerte) de acuerdo con la Ordenanza XX (respaldada por

el Tribunal Supremo del Pakistán) que prohíbe a los ahmadíes

practicar el islam o calificar su fe de islámica

(E/CN.4/1997/4/Add.1, de 29 de octubre de 1996, Decisión

Nº 10/1996);

xiii) Tras su visita al Pakistán, el Relator Especial sobre la

cuestión de la intolerancia religiosa observó que era

conveniente abolir la pena capital como castigo por la

apostasía (E/CN.4/1996/95/Add.1);

xiv) La Comisión de Derechos Humanos, en el apartado a) del

párrafo 3 de su resolución 1997/18, tras recordar la

resolución 36/55 de la Asamblea General, de 25 de noviembre

de 1981, instó a los Estados a que velaran por que sus

regímenes constitucionales y jurídicos proporcionaran a todos,

sin discriminación, garantías adecuadas y efectivas de libertad

de religión y de creencia;

xv) La Comisión de Derechos Humanos, en su resolución 1997/16,

reafirmó la obligación de los Estados de velar por que las

personas pertenecientes a minorías puedan ejercer plena y

efectivamente todos los derechos humanos y las libertades

fundamentales sin discriminación alguna y en condiciones de

total igualdad ante la ley, de conformidad con la Declaración

sobre los derechos de las personas pertenecientes a minorías

nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas;

xvi) El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial en

sus observaciones finales (CERD/C/304/Add.25, de 23 de abril

de 1997) expresó preocupación porque la política del Pakistán

de reconocer sólo a las minorías religiosas excluía a los

grupos étnicos, lingüísticos o raciales que viven en el país de

toda protección específica en virtud de la Convención sobre la

Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial que se

derivaría de su reconocimiento oficial como minorías, y que la
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discriminación por motivos de raza, color, idioma, origen

nacional o étnico no está prohibida por la Constitución del

Pakistán;

xvii) En la Declaración y Programa de Acción de Viena aprobados por

la Conferencia Mundial de Derechos Humanos en junio de 1993 se

dice que los derechos humanos de la mujer son parte

inalienable, integrante e indivisible de los derechos humanos

universales, y que la erradicación de la discriminación basada

en el sexo es un objetivo prioritario de la comunidad

internacional;

xviii) La Declaración y Programa de Acción de Viena afirmó que la

violencia sexista es incompatible con la dignidad y la valía de

la persona humana y debe ser eliminada, y que, en su

resolución 1997/44, la Comisión de Derechos Humanos se exhortó

a los Estados a aprobar y aplicar leyes, y enmendar los códigos

penales cuando sea necesario, para garantizar una protección

eficaz contra la violación, el acoso sexual y otras formas de

violencia sexual contra la mujer;

xix) En su resolución 1997/43, la Comisión de Derechos Humanos instó

a los Estados a limitar el alcance de cualesquiera reservas que

se formulen a la Convención sobre la eliminación de todas las

formas de discriminación contra la mujer y a asegurar que

ninguna reserva sea incompatible con el objeto y el propósito

de la Convención, pero que el Pakistán ha formulado la reserva

de que su adhesión está "sujeta a las disposiciones de la

Constitución", y que esa Constitución consagra implícitamente

ciertas prácticas gravemente discriminatorias contra la mujer;

xx) En su resolución 1997/20, la Comisión de Derechos Humanos

expresó su profunda preocupación ante las manifestaciones de

formas contemporáneas de la esclavitud, entre otras las que se

han comunicado al Grupo de Trabajo y que, en su

resolución 1997/78, instó a todos los Estados a que traduzcan

en medidas concretas su compromiso de eliminar progresiva y

efectivamente todas las formas de explotación del trabajo

infantil; a que, como cuestión prioritaria, eliminen todas las
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formas extremas de trabajo infantil, como el trabajo forzoso,

el trabajo en condiciones de servidumbre y otras formas de

esclavitud, y a que hagan gratuita y obligatoria la enseñanza

primaria;

xxi) En su resolución 1997/42, la Comisión de Derechos Humanos

exhortó a los Estados a que adopten todas las medidas

necesarias y eficaces, en estricta conformidad con el derecho

internacional que incluye normas internacionales sobre los

derechos humanos, para prevenir, combatir y eliminar el

terrorismo en todas sus formas y manifestaciones, dondequiera

que se practique y quienquiera que lo practique;

xxii) Fuentes fidedignas ha informado de que recientemente el

Gobierno del Pakistán no ha impedido que 1.500 niños en edad

escolar se incorporen a las fuerzas de los talibanes en el

Afganistán, y que ese Gobierno no se da por enterado de las

actividades de las organizaciones religiosas porque él mismo ha

estado prestando apoyo a las fuerzas de los talibanes y a otras

fuerzas que libran una guerra santa en otras zonas;

xxiii) En su informe, el Relator Especial encargado de la cuestión de

las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias observó

que muchos niños pierden la vida en el contexto de conflictos

armados o de luchas internas (E/CN.4/1997/60, párr. 56);

2. Acoge con satisfacción:

i) La reafirmación por el Presidente y el nuevo Gobierno del

Pakistán de la independencia del poder judicial, habida cuenta

de las interferencias con el poder judicial de que fue

responsable el Gobierno que ocupó el poder hasta noviembre

de 1996;

ii) La creación por el Gobierno anterior, en octubre de 1995, del

Ministerio de Derechos Humanos y la actualización de la

invitación cursada por el Gobierno al Relator Especial sobre la

cuestión de la tortura para que visitase el Pakistán en febrero

y marzo de 1996, aunque lamenta que algunos de los que

celebraron conversaciones con él fueron interrogados por las

fuerzas de seguridad acerca de esas conversaciones;
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iii) Las instrucciones del Gobierno, encabezado por el

Sr. Nawaz Sharif, al Ministerio de Derechos Humanos para que

tome medidas concretas para aplicar la política de su partido

en materia de derechos humanos;

iv) La recomendación unánime de la Comisión de Derecho del Pakistán

al Gobierno actual de que renuncie a su intención de establecer

cortes o tribunales especiales ajenos a la jerarquía judicial

encargados de celebrar juicios rápidos para ciertos delitos

penales, y que el Gobierno haya retrasado la promulgación de

una ley de enmienda de la Constitución con el fin de crear esos

tribunales;

v) La decisión de la Comisión de Derecho del Pakistán de revisar

en el futuro ciertas leyes y, tras el examen de esas leyes,

formular recomendaciones al Gobierno federal, respecto, entre

otras cosas, de la reforma penitenciaria, la Ley sobre la

blasfemia, la legislación relativa a los niños, inclusive en

materia de trabajo infantil, y las Ordenanzas Hudood;

vi) El hecho de que varios funcionarios superiores de la policía

hayan sido acusados de abuso de autoridad y participación en

actos criminales de violencia en Karachi y otras zonas, si bien

toma nota de que el asesinato del Sr. Mir Mutaza Bhutto y el

Sr. Jatoi, que estaban desarmados y fueron asesinados junto a

seis acompañantes, tuvo lugar en una emboscada de la policía

que una comisión judicial de investigación calificó de

"negligencia criminal" y no de asesinato, siguiendo

instrucciones de altas autoridades del Estado;

vii) El nombramiento de una comisión judicial de investigación de

las ejecuciones extrajudiciales ocurridas en Karachi y otras

zonas urbanas de Sindh entre el 19 de octubre de 1993 y

el 4 de noviembre de 1996 (período de mandato del Gobierno de

la Sra. Bhutto);

viii) La intención anunciada por el Gobierno de erradicar el trabajo

en condiciones de servidumbre (que había sido efectivamente

abolido, según una serie de comunicaciones anteriores hechas al

Grupo de Trabajo sobre las formas contemporáneas de esclavitud)
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y la intención del Gobierno de alcanzar el objetivo de la

enseñanza primaria universal en un plazo de cinco años;

3. Acoge calurosamente la reanudación de las conversaciones entre

el Pakistán y la India en el marco de los Acuerdos de Simla, con el

convencimiento de que sólo mediante negociaciones pacíficas en las que

también participe plenamente el pueblo de Jammu y Cachemira podrá ponerse

fin a las violaciones manifiestas y sistemáticas de los derechos humanos

que se han producido y siguen produciéndose, así como al terrorismo;

4. Insta al Gobierno del Pakistán:

i) A que enjuicie, con las debidas garantías procesales y de

conformidad con las normas internacionales, a todos los que han

perpetrado violaciones de los derechos humanos;

ii) A que amplíe las atribuciones de la Comisión Judicial de

Investigación para abarcar las ejecuciones extrajudiciales

cometidas desde el 19 de junio de 1992 en Karachi y otras zonas

urbanas de Sindh (fecha en que el ejército emprendió la

"Operación de limpieza" y en que esas ejecuciones empezaron a

producirse en gran escala) hasta la fecha en que se estableció

la Comisión de Investigación, el 23 de junio de 1997, al

existir informes bien fundados de que esas ejecuciones

siguieron produciéndose después de las elecciones del 3 de

febrero de 1997, inclusive ejecuciones sistemáticas en mayo y

junio de 1997;

iii) A que ratifique el Pacto Internacional de Derechos Civiles y

Políticos y su Protocolo Facultativo;

iv) A que ratifique la Convención contra la Tortura y Otros Tratos

o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes;

v) A que vele por la aprobación de leyes que eliminen el uso de

grilletes y de cualquier forma de restricción del movimiento

que sea inhumana o degradante o pueda suponer una tortura para

la persona del detenido o el preso;

vi) A que derogue las Ordenanzas Hudood habida cuenta de que exigen

la imposición de flagelaciones y otros castigos que suponen un
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trato inhumano o degradante, y a que entre tanto adopte medidas

administrativas para velar por que sea imposible infligir

castigos de esa índole;

vii) A que tome medidas sin dilación para garantizar la igualdad de

las mujeres y los hombres ante la ley y velar por que se ponga

fin a la discriminación contra la mujer en los procesos

judiciales y en todos los demás aspectos, en particular

enmendando la Ordenanza de la Zina Islámica de 1979, cuyas

disposiciones hacen difícil que la mujer reúna los requisitos

de prueba necesarios para apoyar su defensa;

viii) A que coopere plenamente en la aplicación de las

recomendaciones del Relator Especial sobre la cuestión de la

intolerancia religiosa formuladas después de su visita al

Pakistán en 1995;

ix) A que estudie la posibilidad de enmendar el Código Penal y la

Ordenanza XX de modo que los miembros de la comunidad ahmadí

puedan ejercer sin trabas el derecho a practicar su religión y

a que elimine la posibilidad de que otros ciudadanos utilicen

la ley con el fin de intimidar a los miembros de minorías

religiosas;

x) A que adopte medidas activas, inclusive la enmienda de leyes y

medidas administrativas, para desalentar la violencia de los

extremistas religiosos y para velar por que las fuerzas de

policía no actúen como meros observadores cuando se amenaza a

personas y bienes o se atenta contra ellos;

xi) A que reconozca como minorías a las comunidades o grupos de

personas basándose en su raza, color, idioma u origen nacional

o étnico y a que les conceda, por ese concepto, la protección

de la Constitución y de la Convención Internacional sobre la

Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial,

teniendo en cuenta particularmente que la comunidad mojahir de

Sindh es una minoría etnolingüística que ha sido víctima de

graves medidas discriminatorias por las autoridades encargadas
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de aplicar la ley en Sindh, en particular la policía, los

guardias paramilitares y los organismos de información del

Estado;

xii) A que estudie la posibilidad de ratificar los convenios de la

Organización Internacional del Trabajo en lo que atañe a la

eliminación de la explotación del trabajo infantil, en

particular los relativos a la edad mínima de empleo y el

trabajo especialmente peligroso para los niños, y a que elimine

los trabajos forzosos, el trabajo en condiciones de servidumbre

y otras formas de esclavitud entre los niños;

5. Exhorta al Gobierno del Pakistán:

i) A que vele por que la apostasía no se castigue con la pena

capital y en particular a examine la posibilidad de enmendar el

artículo 295 C del Código Penal;

ii) A que vele por que, mientras se mantenga la pena de muerte como

castigo, no se ejecuten las sentencias pronunciadas en virtud

del artículo 295 C del Código Penal, en particular en relación

con los cristianos, los ahmadíes y los miembros de cualquier

otro grupo religioso minoritario que actualmente estén acusados

en virtud de ese artículo;

iii) A que adopte medidas efectivas para velar por que su territorio

no sirva como base de operaciones y que las personas bajo su

jurisdicción, en particular los niños, no sean reclutados para

participar en actos terroristas y violentos en otros Estados;

6. Decide recomendar a la Comisión de Derechos Humanos que examine

la situación en el Pakistán en su próximo período de sesiones.

48. Hicieron declaraciones en relación con el proyecto de resolución

el Sr. El-Hajjé, el Sr. Guissé, la Sra. Gwanmesia, la Sra. Palley y

la Sra. Warzazi.

49. A petición de la Sra. Warzazi, se procedió a votación secreta sobre la

siguiente moción:  "La Subcomisión decide no pronunciarse sobre los proyectos

de resolución L.21 y L.22".  La moción fue aprobada por 20 votos contra 3

y 2 abstenciones.
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Los derechos humanos del pueblo palestino

50. En su 33ª sesión, celebrada el 27 de agosto de 1997, el Presidente leyó

la siguiente declaración en nombre de los miembros de la Subcomisión:

"Los miembros de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y

Protección a las Minorías me han pedido que expresara nuestra profunda

preocupación por el sufrimiento del pueblo palestino, en particular los

jefes de hogar (hombres y mujeres) cuya libertad de circulación ha sido

drásticamente limitada, a consecuencia de lo cual no pueden alimentar ni

cuidar a sus familias en Gaza y en otros territorios ocupados por Israel.

La Subcomisión condena todos los actos de terrorismo y violencia,

independientemente de su origen, y quiere condenar enérgicamente el doble 

ataque suicida ocurrido recientemente en Jerusalén que ha causado la

muerte de personas inocentes y el bloqueo impuesto durante casi cuatro

semanas, que castiga a personas inocentes.

La Subcomisión, consciente de las consecuencias del bloqueo para los

derechos humanos del pueblo palestino, insta al Gobierno de Israel a que

ponga fin al bloqueo y a otras medidas.  Asimismo, insta a todas las

partes a que hagan todo lo posible para que otra vez se pueda entablar un

diálogo positivo con el fin de restablecer la paz.

A este respecto, la Subcomisión expresa la esperanza de que se

reanuden pronto las conversaciones y se consiga una paz justa y duradera

en la región."

-----


